
   

Introducción
 
El 6 de febrero del 2023, el Gobierno Nacional ra-
dicó el Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2022-
2026 Colombia potencia mundial de la vida. En 
las bases del PND se propone el diseño e imple-
mentación de una política de drogas que supere 
el prohibicionismo para enfocarse en resolver las 
causas estructurales de este fenómeno. El cam-
bio en la política de drogas se centra en 5 ejes: a) 
Regulación para la garantía de derechos y liberta-
des, b) Transformación integral de los territorios, 
tránsito a la legalidad, cuidado de la naturaleza y 
protección de la vida, c) Desarticulación de estruc-
turas multicrimen relacionadas con el fenómeno 
de las drogas y otras economías ilegales, d) Estra-
tegia de política exterior para el cambio del para-
digma del fenómeno de las drogas, y e) Reducción 
de las vulnerabilidades asociadas al consumo de 
sustancias psicoactivas y protección de la salud 
pública. 

La propuesta del Gobierno Nacional para refor-
mar la política de drogas se basa en la evidencia 
disponible que reconoce el fracaso de la gue-
rra contra las drogas. Además de avanzar en la 
regulación de la hoja de coca y el cannabis de 
uso adulto, el PND propone resolver causas es-
tructurales del fenómeno asociado a las drogas 
ilícitas como las condiciones socioeconómi-
cas en algunas zonas del país, diseñar un nuevo 
arreglo institucional para la política de drogas, 
liderar la reforma en el escenario global e imple-
mentar una política integral de salud pública.  

No obstante, a pesar de avanzar en la regulación 
de algunas sustancias, la propuesta de política 
del PND no supera el prohibicionismo porque no 
avanza en la regulación de la cocaína, lo cual afec-
ta el proceso de Paz Total, entre otros. La evolu-
ción de la Paz Total y de las dinámicas del con-
flicto son factores que pueden limitar el desarrollo 
de la política de drogas, especialmente el eje de 
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La propuesta del Gobierno Nacional para reformar la política de drogas se basa en la evidencia disponible 
que reconoce el fracaso de la guerra contra las drogas. Además de avanzar en la regulación de la hoja de 
coca y el cannabis de uso adulto, el PND propone resolver causas estructurales del fenómeno asociado a 
las drogas ilícitas como mejoras en las condiciones socioeconómicas en algunas zonas del país, diseñar un 
nuevo arreglo institucional para la política de drogas, liderar la reforma en el escenario global e implementar 
una política integral de salud pública. No obstante, la propuesta de política del PND no supera el prohibi-
cionismo pues no avanza en la regulación de la cocaína, lo cual afecta el proceso de Paz Total, entre otros. 
Por lo tanto, es necesario que este proceso y la reforma a la política de drogas se realicen de manera estra-
tégica y articulada. Adicionalmente, en el PND no identificamos el desarrollo de una estrategia que permita 
la ejecución del enfoque de salud pública en la política de drogas ni los ajustes normativos necesarios para 
avanzar en su implementación. En este documento proponemos acciones concretas que le permiten al  
Gobierno Nacional avanzar en el cumplimiento de los objetivos planteados para este cuatrienio.

1 Este documento se elaboró a partir de la versión del articulado aprobada en primer debate. Una versión anterior a 
esta Nota Macro fue publicada como documento de política CESED a partir de la versión inicial del articulado del PND.   
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transformación territorial. Por lo tanto, es necesa-
rio que el proceso de la Paz Total y la reforma a la 
política de drogas se realice de manera estratégi-
ca y articulada. Más allá del contenido del PND, 
hay otros elementos que son necesarios en la 
nueva política de drogas. Algunos ejemplos son: i) 
revisar los presupuestos del Ministerio de Defensa 
en política de drogas para redireccionar el gasto a 
estrategias menos punitivas; ii) reorientar las ac-
ciones de la Fuerza Pública a labores con impacto 
en la actividad criminal a partir de la reducción de 
responsabilidades en la política de drogas; iii) im-
plementar currículos educativos que contengan 
módulos de sustancias psicoactivas en alianza 
con las Secretarías de Salud y de Educación; y iv) 
reorientar recursos de inversión hacia un enfoque 
de salud pública en vez de al control de la oferta.

En este documento analizamos las propuestas del 
PND respecto a la política de drogas a partir de la 
evidencia disponible y del memorando dirigido al 
Gobierno Nacional preparado por el CESED y otras 
organizaciones de la sociedad civil. Para esto,  
resumimos el contenido del PND y desarrollamos 
las acciones que el Gobierno Nacional debe im-
plementar para materializar estos objetivos en el 
corto y mediano plazo2.

A. Regulación para la garantía de derechos y 
libertades 

El PND 2022-2026 propone, en sus bases, ajustes 
normativos para implementar el tratamiento penal 
diferencial para pequeños cultivadores de cultivos 
de uso ilícito, la regulación de la hoja de coca y del 
cannabis de uso adulto, penas alternativas para 
delitos menores asociados con drogas y un nuevo 
arreglo institucional para el diseño e implementa-
ción de la política de drogas. Las propuestas de 
este eje están alineadas con un cambio en la po-
lítica de drogas. En primer lugar, la regulación de 
la hoja de coca contribuye a eliminar la estigma-
tización de la planta de coca, a diferenciar entre 
la cocaína y la coca, a promover el conocimien-
to científico de la hoja y a explorar los mercados 

potenciales de los usos alternativos. En segundo 
lugar, la regulación del uso adulto del cannabis 
avanza en la implementación de una política efec-
tiva para prevenir el consumo, genera oportuni-
dades para promover el desarrollo rural en zonas 
marginalizadas y permite asignar de manera efi-
cientes los recursos policiales y judiciales. Por úl-
timo, un nuevo diseño institucional para la política 
de drogas es fundamental porque, en el escenario 
actual, la entidad rectora de la política de drogas 
no cuenta con los recursos y poder suficiente para 
articular a todas las entidades vinculadas al sec-
tor y sus funciones, que están atomizadas en más 
de 25 entidades del Gobierno Nacional.

Sin embargo, sugerimos que el Artículo 154 del 
proyecto de ley incluya la reforma al Estatuto de 
Estupefacientes (Ley 30 de 1986) como uno de 
los elementos de la nueva política para proteger-
la frente a las dinámicas políticas e incluir nuevos 
indicadores de éxito que guíen las intervenciones. 
Finalmente, consideramos que, si bien la discu-
sión sobre la regulación de la cocaína es de me-
diano o largo plazo, el Gobierno Nacional puede 
avanzar en esta dirección, por ejemplo, a través 
de la creación de una Comisión de expertos, con 
participación de las organizaciones sociales, que 
diseñe la ruta para regular este mercado.

En cuanto a la implementación de estos objeti-
vos, proponemos acciones frente a la regulación 
de los usos alternativos de la hoja de coca, al uso 
adulto del cannabis y a los ajustes institucionales 
basándonos en el memorando al Gobierno Nacio-
nal y otros documentos elaborados por el CESED.

Usos alternativos de la hoja de coca

• Ajustar los mecanismos actuales de aprobación 
de productos étnicos y campesinos, incluyendo 
los basados en hoja de coca, y que actualmente 
revisa el INVIMA, el Fondo Nacional de Estupefa-
cientes (FNE) y el ICA. Evaluar la conveniencia de 
crear una nueva ruta en estas entidades incluyen-
do la participación de las organizaciones étnicas 
y campesinas.  

2 Este documento no incluye el eje c) Desarticulación de estructuras multicrimen relacionadas con el fenómeno de las drogas 
porque habrá otro número de esta serie que se referirá exclusivamente a las propuestas de seguridad y violencia del PND. 
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• Orientar el uso de licencias para la producción de 
cannabis a proteger la salud pública y a priorizar 
la participación de actores históricos- incluyendo 
cultivadores, comercializadores y vendedores-, 
como mecanismo de reparación a las comunida-
des afectadas por la guerra contra las drogas. 

• Evitar la multiplicidad de licencias en el mismo 
nivel en la regulación del mercado de cannabis de 
uso adulto para no generar incentivos a la infor-
malidad y garantizar el control de calidad.

• Incluir en el proyecto de ley o en el decreto ley de 
regulación del mercado de uso adulto la amnistía 
a personas privadas de la libertad por delitos aso-
ciados al porte, consumo o tráfico de cannabis. 
 
Institucionalidad

• Incluir en el proyecto de ley o en el decreto ley de 
regulación del mercado de uso adulto la amnistía 
a personas privadas de la libertad por delitos aso-
ciados al porte, consumo o tráfico de cannabis. 
• Crear una dirección de capacidades productivas 
y generación de ingresos en zonas productoras 
de coca, cannabis y amapola en el viceministerio 
de desarrollo rural del Ministerio de Agricultura y  
Desarrollo Rural que lidere, entre otras, el diseño 
del mercado regulado de cannabis de uso adulto. 

• Crear una dirección de reducción de daños en 
el viceministerio de salud pública y prestación de 
servicios que lidere el enfoque de salud pública y 
reducción de daños desde el Ministerio de Salud y 
de Protección Social. 
 
• Crear una dirección sectorial de política de dro-
gas en la subdirección general de prospectiva y 
desarrollo nacional en el Departamento Nacional 
de Planeación (DNP) que contribuya a la coordina-
ción intersectorial y a la planeación de la política 
de drogas en el Gobierno Nacional. 

• Elevar a dirección de política drogas el grupo de 
trabajo en el viceministerio de asuntos multilatera-
les del Ministerio de Relaciones Exteriores para li-
derar la discusión internacional sobre la reforma a 
la política de drogas y la regulación de la cocaína. 

• Cuantificar desde el Observatorio de Drogas el 
mercado actual y potencial de usos alternativos 
de la hoja de coca. 

• Destinar recursos y orientar políticas públicas 
para desarrollar productos y mercados a partir de 
la hoja de coca.

• Firmar acuerdos inter se con países que hayan 
adoptado medidas regulatorias de sustancias 
psicoactivas para llevar a cabo pilotos que armo-
nicen la política de drogas con las disposiciones 
vigentes de derechos humanos. La información 
resultado de estos pilotos es fundamental para el 
desarrollo de las reformas regulatorias de la pro-
ducción, comercialización y consumo. 

Uso adulto del cannabis 

• Apoyar el trámite del proyecto de Acto Legislativo 
(PAL) 033 de 2022 Senado – 002 de 2022 Cámara 
que logra una coherencia normativa y jurídica para 
evitar los espacios interpretativos en contra de la 
regulación del uso adulto del cannabis. A partir de 
la aprobación del PAL, el Gobierno Nacional debe 
diseñar la regulación de un mercado de cannabis 
de uso adulto que: 

-  Genere incentivos para que los actuales actores 
de esta economía operen en el mercado regulado . 

- Beneficie desproporcionalmente a los participan-
tes históricos del mercado de Cannabis. 

- Prevenga el consumo de niñas, niños y adoles-
cente y los consumos problemáticos.

- Reduzca los daños asociados al consumo.  

• Delegar en el Ministerio de Agricultura y de Desa-
rrollo Rural y en el Ministerio de Salud las funcio-
nes para regular la producción y comercialización 
de cannabis a través de la implementación de su 
cadena productiva y para diseñar una política de 
prevención del consumo de menores, de reduc-
ción de daños y de prevención de los consumos 
problemáticos, respectivamente. 
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• Fortalecer la dirección de política de drogas del 
Ministerio de Justicia y articular a todos los minis-
terios en el Consejo Nacional de Estupefacientes 
bajo el liderazgo del Presidente de la República y 
su Ministro de Justicia mientras se define el nuevo 
arreglo institucional que garantice la articulación 
de las direcciones propuestas y que tenga interlo-
cución ministerial.   
 
B. Transformación integral de los territorios, 
tránsito a la legalidad, cuidado de la naturale-
za y protección de la vida

El PND presentado por el Gobierno Nacional pro-
pone una transición gradual de economías ilícitas 
a economías lícitas a través de la transformación 
territorial. Este proceso se dará con la generación 
de agroindustrias, desarrollo rural y transforma-
ción de cultivos de uso ilícito en productos alter-
nativos. Así mismo, la construcción de la nueva 
política de drogas se dará de manera participativa. 
Adicionalmente, los Artículos 9 y 10 del proyecto 
de ley del PND pretenden modificar de manera 
concertada los acuerdos de sustitución volunta-
ria en el marco del Programa Nacional Integral de 
Sustitución de cultivos de uso ilícito (PNIS) y avan-
zar con la implementación de esta intervención en 
territorios de comunidades indígenas permitiendo 
contrataciones entre entidades estatales y autori-
dades indígenas. En ese sentido, es conveniente 
que el proyecto de ley amplie su alcance incluyen-
do a los consejos comunitarios de comunidades 
negras. 

Los ajustes al PNIS son importantes porque el 
diseño actual ha generado efectos no intenciona-
dos y no ha alcanzado los objetivos esperados. En 
primer lugar, el PNIS no ha cumplido con los pa-
gos y componentes acordados. El último informe 
de implementación del PNIS muestra que se han 
comprometido recursos para cumplir con la tota-
lidad de los Planes de Atención Inmediata, 6 años 
después, para el 2 % de los hogares vinculados. 
Adicionalmente a los problemas de implementa-
ción, el diseño original tuvo múltiples limitaciones. 
El anuncio de los beneficios del programa aumen-
tó los cultivos de coca y las hectáreas erradicadas 
voluntariamente no compensaron el crecimiento 

en el área cultivada (Ladino et al., 2021; Prem et al., 
2021). Adicionalmente, la firma de la acuerdos de 
sustitución voluntaria y el rezago en la implemen-
tación aumentaron la deforestación (Mejía et al., 
2023). Por último, la suscripción de los compro-
misos colectivos aumentó el riesgo de los líderes 
sociales y sus asesinatos (Marín Llanes, 2022). La 
ausencia de un enfoque étnico y ambiental gene-
ró conflictos entre comunidades y cambios en las 
reglas de juego del PNIS (Rubiano-Lizarazo et al., 
2022). Por lo tanto, alrededor del diseño y la im-
plementación de este programa se han construido 
aprendizajes sobre las políticas de transformación 
territorial y es deseable que el PND incluya ajustes 
al PNIS, teniendo en cuenta esta información para 
potenciar los resultados del programa y de nuevas 
intervenciones. 

Unas de las principales propuestas que ha socia-
lizado el Gobierno Nacional es la gradualidad en 
la transición a economías lícitas, la limitación de 
la erradicación forzada y el tratamiento penal dife-
rencial para pequeños cultivadores de coca. Como 
se mencionó, el Gobierno propone en las bases 
del PND ajustes normativos para implementar el 
tratamiento penal diferencial para pequeños cul-
tivadores de cultivos de uso ilícito pero no fue in-
cluido en el proyecto de ley inicial. La gradualidad 
es la principal característica de los programas de 
transformación territorial que explica su éxito en el 
mediano plazo porque suaviza el choque en ingre-
so de los cultivadores y permite que la reducción 
de los cultivos de uso ilícito sea sostenible en el 
tiempo (Anderson, 2017; Diskul et al., 2019; Rubia-
no-Lizarazo, 2021). Por lo tanto, es necesario que 
la ley del PND armonice temporalmente el Código 
Penal con la política pública que va a desarrollar 
el Gobierno, incluyendo la gradualidad en la sus-
titución de cultivos de uso ilícito. En ese sentido, 
el Ministerio de Justicia y del Derecho debe dise-
ñar e implementar una política que permita la eje-
cución de beneficios a pequeños cultivadores de 
coca, a medida que sustituyan progresivamente 
los cultivos, que cumplan con las obligaciones es-
tipuladas por la nueva política de transformación 
territorial. El artículo que proponemos para la ley 
del PND debe permitir la gradualidad sin oponer-
se, mientras se reforma, al Artículo 375 del Código 
Penal (Ley 599 de 2000).
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La erradicación manual forzada tiene una tasa de 
resiembra superior a la del PNIS, no resuelve nin-
guna causa estructural de la economía cocalera 
y expone a mayor violencia a las comunidades y 
a los miembros de la Fuerza Pública (Marín Lla-
nes & Vélez, 2022; UNODC, 2021). Sin embargo, 
es importante que el Gobierno Nacional determine 
lineamientos claros en los momentos en los que 
la erradicación forzada es viable, enfocándose en 
criterios que sugieran el incumplimiento de los 
acuerdos voluntarios de contención que se men-
cionarán más adelante. Adicionalmente a estas 
características de los programas mencionadas 
por el Gobierno Nacional, proponemos las siguien-
tes acciones para avanzar en la transformación 
territorial, teniendo en cuenta los retos ambienta-
les y el enfoque étnico: 

• Retomar las instancias de participación insti-
tucionalizadas con comunidades campesinas y 
étnicas para determinar nuevas necesidades y 
recuperar la confianza hacia el Estado. Recomen-
damos al Gobierno Nacional poner en marcha y 
financiar las instancias de participación del PNIS 
creadas a partir del Decreto 362 de 2018. 

• Desarrollar acuerdos inmediatos de contención 
de cultivos de uso ilícito basados en el monitoreo 
comunitario. Estos acuerdos deben realizarse con 
los organismos de acción comunal, organizacio-
nes comunitarias consolidadas o con las autori-
dades étnicas correspondientes a cada territorio.
 
• Definir en los nuevos acuerdos de contención un 
enfoque integral articulado con los PDET y diseñar 
las intervenciones orientadas a la transformación 
territorial en vez de beneficios individuales por ho-
gares. 

• Incluir la formalización de la tierra en las interven-
ciones de transformación territorial, teniendo en 
cuenta que reduce sostenidamente los cultivos de 
coca cuando se complementa con la llegada de 
bienes públicos (López-Uribe et al., forthcoming).

• Focalizar el programa en función de las capaci-
dades operativas y financieras del Estado con el 
principal objetivo, a corto plazo, de contener la ex-

pansión de cultivos en zonas ambientalmente es-
tratégicas y territorios étnicos y, a mediano plazo, 
el tránsito a una economía sostenible que conser-
ve estos territorios. 

• Desmilitarizar la relación con las comunidades 
cultivadoras siguiendo las recomendaciones de 
la CEV e implementar análisis de contexto con in-
formación de la Fuerza Pública para garantizar la  
protección de los líderes sociales y sus comuni-
dades. 

• Determinar la hoja de ruta, articuladamente con 
el proceso de Paz Total, para las estrategias de 
transformación territorial en zonas controladas 
por el Ejército de Liberación Nacional (ELN), los 
Grupos Armados Organizados (GAO) y/o los Gru-
pos Armados Organizados Residuales (GAOR) de 
manera que no se exponga a las comunidades a 
mayores niveles de violencia. 

• Concertar los contratos de uso del suelo, acuer-
dos de conservación u otras figuras dirigidas a la 
conservación ambiental a través de las instancias 
de participación y con el acompañamiento de la 
institucionalidad ambiental. Si bien los acuerdos 
de contención pueden incluir un margen de error 
entre el área declarada y el área verificada, este 
margen no debe aplicar en las zonas ambiental-
mente estratégicas. 

• Diseñar desde la Dirección de Sustitución de 
Cultivos Ilícitos (DSCI) en coordinación con el  
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
(MinAmbiente) el enfoque ambiental del progra-
ma de transformación territorial para las zonas de 
manejo especial (ZME). En estas zonas, las inter-
venciones pueden complementarse con los pro-
gramas de pagos por servicios ambientales (PSA) 
que debe diseñar el MinAmbiente priorizando zo-
nas en riesgo de deforestación o en amenaza de 
pérdida de otros servicios ecosistémicos. 

C. Estrategia de política exterior para el cam-
bio del paradigma del fenómeno de las drogas

El Gobierno Nacional propone una estrategia  
internacional, articulada con la política domésti-
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ca, para liderar la reforma global a la política de  
drogas en el corto y en el mediano plazo. El obje-
tivo de esta estrategia es que Colombia incida en 
los debates globales de reforma a la política de 
drogas, como lo hizo exitosamente en la Sesión 
Especial de Drogas de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas en el 2016, y promueva consen-
sos internacionales que permitan alternativas al 
prohibicionismo (Collins & Torres, 2021). En ese 
sentido, proponemos las siguientes acciones que 
pueden contribuir al cumplimiento de los objetivos 
planteados:

• Revisar la meta de reducción de cultivos de coca 
a 50 % al 2023 con Estados Unidos porque el  
incumplimiento puede afectar la certificación. La 
negociación debe orientarse a evitar la expan-
sión y reducir los cultivos en zonas ambiental-
mente estratégicas, en territorios colectivos de 
comunidades étnicas y parques nacionales. Es-
tos objetivos son coherentes con los recientes 
lineamientos de la Casa Blanca y con el diseño 
de nuevos indicadores de éxito. Esta negocia-
ción debe hacerse a partir del desarrollo de los 
detalles de la nueva política para controlar los 
cultivos de uso ilícito, de manera que se facilite 
el respaldo de la comunidad internacional y ex-
plorar opciones de cooperación para financiarla.  

• Retomar el liderazgo global frente a la reforma 
a la política de drogas en la OEA, la Conferencia 
Andina y la Conferencia Internacional estipulada 
en el Acuerdo de Paz. 

• Fortalecer la estrategia diplomática con países 
latinoamericanos, especialmente Bolivia, para re-
clasificar la hoja de coca en la OMS y para excluir 
a la hoja de coca de la Lista 1 de la Convención 
Única sobre Estupefacientes de Naciones Unidas 
de 1961. 

• Fortalecer el equipo diplomático de Colombia 
en Nueva York, Viena, Washington y Ginebra para 
tener mayor capacidad técnica, coordinación, in-
cidencia y liderazgo en política de drogas y en la 
protección de los derechos humanos en instan-
cias multilaterales.

• Establecer relaciones con los estados de Estados 
Unidos que han regulado sustancias psicoactivas 
para recoger aprendizajes de estos procesos. Así 
mismo, concertar acuerdos bilaterales para for-
talecer la investigación del consumo de cocaína 
fumable. 

D. Reducción de las vulnerabilidades asocia-
das al consumo de sustancias psicoactivas y 
protección de la salud pública

El PND 2022-2026 propone 5 ejes para darle un 
enfoque de salud pública a la política de drogas: i) 
reducir riesgos y daños del consumidor, ii) descri-
minalizar al consumidor, iii) prevenir el consumo 
de niñas, niños y adolescentes, iv) proteger social-
mente a personas consumidoras de sustancias, 
y v) atender el consumo problemático. Adicional-
mente, las bases del PND consideran, por ejem-
plo, implementar el Plan Decenal de Salud Pública 
2023-2033. 

En este componente de la propuesta del Gobierno 
identificamos 4 limitaciones. En primer lugar, en el 
documento no se detalla una estrategia que per-
mita la posible ejecución del enfoque de salud pú-
blica planteado para la nueva política de drogas. 
Adicionalmente, en el proyecto de ley del PND no 
se incluyeron artículos orientados a la implemen-
tación del enfoque de salud pública. En tercer lu-
gar, no se discute la atención al consumo proble-
mático en el capítulo de salud del PND, mientras 
que otras patologías y condiciones de salud sí se 
desarrollan. En ese sentido, consideramos que es 
necesario darle espacio a la atención de los con-
sumos problemáticos en las prioridades de este 
sector del Gobierno Nacional. Por último, consi-
deramos necesario incluir en el PND la atención 
de poblaciones específicas- como habitantes de 
calle, personas privadas de la libertad- afectadas 
por consumos problemáticos de sustancias psi-
coactivas. 

En ese sentido, desde el CESED proponemos las 
siguientes acciones para materializar el nuevo en-
foque: 
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• Realizar el Estudio Nacional de consumo de sus-
tancias psicoactivas garantizando que se haga 
con una periodicidad regular, que se complemente 
la metodología evitando limitarse a la información 
de salud pública siguiendo experiencias exitosas 
en otros países y que la información sea compa-
rable en el tiempo.

• Adelantar un Estudio Nacional en población car-
celaria con enfoque en adolescentes, consumos 
problemáticos y tipologías de consumo de sus-
tancias psicoactivas. 

• Realizar una caracterización del consumo de 
sustancias psicoactivas en habitantes de calle 
por ciudades capitales para monitorear constan-
temente la situación y orientar las intervenciones.

• Evaluar la atención del consumo problemático 
a partir de los estudios situacionales de 2004 y 
2016 hechos por el Ministerio de Salud y Protec-
ción Social. 

• Modificar la priorización actual de atención intra-
mural (por 90 días) por la atención ambulatoria, 
con base en un esquema de gestión del riesgo. Es 
necesario articular a las instituciones prestadoras 
de servicios de salud, el Ministerio de Salud y Pro-
tección Social, los entes territoriales y la academia 
a través de la actualización del modelo de aten-
ción de esta cartera.

• Implementar pilotos de salas y/o zonas de con-
sumo supervisado y la dispensación desde el  
Estado de SPA para lo que sea pertinente. 

• Implementar un programa de caracterización 
química y de prácticas de consumo, desde el Mi-
nisterio y las secretarías de salud (en articulación 
con la academia, la sociedad civil y las personas 
consumidoras), de las muestras de cannabis y 
otras sustancias psicoactivas en el mercado. Las 
muestras deben realizarse con sustancias entre-
gadas por personas consumidoras, no con sus-
tancias incautadas.
• Actualizar el programa preventivo de consumo 
de SPA y el modelo de atención a través de una 
nueva estrategia de gestión de riesgos y placeres 
que tenga como objetivo reducir riesgos, prevenir 

el consumo adolescente y diferenciar el consumo 
problemático del no problemático. Esta estrategia 
debe incluir las sustancias ilegales y legales, inclu-
yendo el alcohol y la nicotina, y debe incluir zonas 
urbanas y rurales, con énfasis en zonas de culti-
vos de uso ilícito en las que el consumo de basuco 
ha aumentado desproporcionalmente.

• Permitir el uso nacional de la flor seca de gra-
do medicinal como producto fitoterapéutico, mo-
dificando el artículo 2.8.11.32 del Decreto 613 de 
2017 para avanzar en el acceso de los pacientes 
en Colombia al cannabis medicinal. 

• Avanzar en la vinculación de pequeños cultivado-
res (Ley 1787, Artículo 3, Parágrafo 6) a la industria 
de cannabis medicinal y fortalecer la obligación 
del Estado de establecer servicios de evaluación 
de la cadena de producción.

• Diseñar e implementar desde el Ministerio de 
Salud, el FNE a través de las secretarías de sa-
lud y los Fondos Rotatorios de Estupefacientes, 
una estrategia para mitigar y eliminar barreras de  
acceso a medicamentos fiscalizados para el ma-
nejo de dolor, final de vida y terapias de sustitución 
de opioides. 

Conclusiones 

A pesar de no proponer medidas para avanzar en 
la regulación de la cocaína y no incluir aspectos 
relacionados con el cambio del rol de la Fuer-
za Pública en la política drogas, los objetivos del 
Gobierno Nacional son ambiciosos y realizables  
durante el cuatrienio. En este documento, más que 
argumentar sobre las propuestas del PND, nos 
enfocamos en identificar elementos que pueden 
complementarlas y, especialmente, en proponer 
acciones concretas que avancen en la ejecución 
de la nueva política. Es necesario que el Gobier-
no desarrolle los detalles de la nueva política de 
drogas y su respectiva financiación, para pasar de 
objetivos a acciones concretas que faciliten el res-
paldo nacional e internacional al nuevo enfoque, 
ejecute la política y logre resultados de corto y me-
diano plazo que contribuyan a mejorar las condi-
ciones de vida de las personas.
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